


ICES 

DICTAMEN SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE MEDIDAS FISCALES, 

PRESUPUESTARIAS Y ADMINISTRATIVAS 

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 16 
de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y Fun­
cionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de Mur­
cia, en su sesión celebrada el día 20 de Octubre de 1.997, acuerda aprobar por 
unanimidad el siguiente 

Dictamen 

1.- ANTECEDENTES 

El día 30 de Septiembre de 1.997 tuvo 
entrada en el Consejo escrito del Ilmo. Sr. 
Secretario General de la Consejería de Eco­
nomía y Hacienda que remite el Antepro­
yecto de Ley de Medidas Fiscales, 
Presupuestarias y Administrativas, para que 
se emita el preceptivo Dictamen de este Ór­
gano de acuerdo con lo dispuesto en el ar­
tículo 5 de la Ley 3/1.993, por la que se 
crea el Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia. 

El Anteproyecto propone la modifica­
ción de varias leyes regionales de diferen­
tes ámbitos: tributario, presupuestario, 
función pública y organización administra­
tiva. En el primero, crea determinadas de­
ducciones en el Impuesto sobre la Renta 

de las Personas Físicas y modifica tipos de 
gravamen en el Impuesto de Transmisio­
nes Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu­
mentados y cuotas y otros aspectos de 
gestión en la imposición sobre el juego. Son 
debidas a la entrada en vigor del nuevo 
modelo de financiación autonómica, que 
otorga a las comunidades autónomas que 
lo han asumido mayor autonomía fiscal y 
competencia para variar determinados ele­
mentos de los tributos cedidos total o par­
cialmente. 

Hasta la fecha, modificaciones legisla­
tivas parecidas a las que propone el Ante­
proyecto se incluían en las leyes anuales 
de presupuestos. Su contenido comprendía 
la regulación de medidas directamente vin­
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culadas con los ingresos y gastos que cons­
tituyen el núcleo fundamental del presu­
puesto, pero también un amplio abanico de 
cambios parciales de leyes reguladoras de 
materias muy diversas. 

La constitucionalidad de esta práctica 
ha sido muy debatida por cuanto se consi­
deraba que podía vulnerar el contenido del 
artículo 134.2 de la Constitución Españo­
la. El Tribunal Constitucional ha resuelto 
la controversia en varias sentencias que 
concretan el alcance que deben tener las 
leyes presupuestarias (STC 76/1.992 y 
otras). Esencialmente, el Tribunal Consti­
tucional atribuye a las leyes de presupues­
tos una singularidad que radica en el hecho 
de ser leyes con función específica y cons­
titucionalmente definida, expresión de una 
de las potestades o competencias que, sin­
gular y expresamente, la Constitución en­
comienda a las Cortes Generales. Son leyes 
que cada año aprueban los Presupuestos 
Generales del Estado e incluyen la totali­
dad de los gastos e ingresos del sector pú­
blico estatal y la consignación del importe 
de los beneficios fiscales que afectan a los 
tributos del Estado. Y puesto que los pre­
supuestos son un instrumento de la políti­
ca económica del Gobierno, las Leyes de 
Presupuestos son, además, vehículo de di­
rección y orientación de la política econó­
mica. 

Sigue el Tribunal Constitucional ma­
nifestando que las Leyes de Presupuestos 
tienen, ante todo, un contenido mínimo, 
necesario e indisponible constituido por 
la expresión cifrada de la previsión de in­
gresos y la habilitación de gastos. Junto a 
ello, poseen un contenido posible, no ne­
cesario y eventual, que puede afectar a 
materias distintas a ese contenido, si bien 
para que la regulación de una materia dis­
tinta a su núcleo mínimo y necesario, la 
previsión de ingresos y gastos, sea cons­
titucionalmente legítima es necesario que 

esa materia tenga relación directa con los 
ingresos y gastos que integran el Presu­
puesto o con los criterios de política eco­
nómica de la que ese Presupuesto es el 
instrumento. Además, su inclusión en di­
cha Ley debe estar justificada en el senti­
do de ser un complemento necesario para 
la mayor inteligencia y para la mejor y más 
eficaz ejecución de los Presupuestos y, en 
general, de la política económica del Go­
bierno. Por ello, la inclusión injustificada 
de estas materias en las leyes anuales pre­
supuestarias puede ser contraria a la Cons­
tifución por suponer una restricción 
ilegítima de las competencias del poder 
legislativo al disminuir sus facultades de 
examen y enmienda sin base constitucio­
nal, y por afectar al principio de seguri­
dad jurídica debido a la incertidumbre que 
una regulación de este tipo origina. 

La doctrina constitucional ha provoca­
do que desde hace varios años las Leyes 
de Presupuestos Generales del Estado sean 
complementadas con otras leyes que incor­
poran medida de contenido diverso, gene­
ralmente conocidas como "Leyes de 
Acompañamiento". Con el Anteproyecto 
sometido a Dictamen el Gobierno Regio­
nal se suma a esta práctica. 

El origen de los importantes cambios 
tributarios que el Anteproyecto propone, 
una novedad en el proceso autonómico, es 
el nuevo sistema para la financiación de las 
Comunidades Autónomas acordado en el 
seno del Consejo de Política Fiscal y Fi­
nanciera a finales de 1.996, y aceptado por 
todas excepto Andalucía, Extremadura y 
Castilla - La Mancha. 

Los principios que sustentan la finan­
ciación de las Comunidades Autónomas de 
régimen común se encuentran recogidos en 
el artículo 156 de la Constitución. Estable­
ce que éstas " ... gozarán de autonomíafi­
nanciera para el desarrollo y ejecución de 
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sus competencias con arreglo a los princi­
pios de coordinación con la Hacienda es­
tatal y de solidaridad entre todos los 
españoles". El principio de solidaridad se 
reitera en el artículo 138 cuando expresa 
que "el Estado garantiza la realización 
efectiva del principio de solidaridad, ... ve­
lando por el establecimiento de un equili­
brio económico, adecuado y justo, entre las 
diversas partes del territorio español.. .. " , 

El texto constitucional relaciona los re­
cursos disponibles para las haciendas au­
tonómicas: impuestos cedidos total o 
parcialmente por el Estado, recargos sobre 
impuestos estatales, la participación en los 
ingresos del Estado, sus propios impues­
tos, tasas y contribuciones estatales, trans­
ferencias de un Fondo de Compensación 
Interterritorial y otras asignaciones con 
cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, los rendimientos de su patrimonio, 
ingresos de derecho privado y el producto 
de las operaciones de crédito. Igualmente, 
se establece la posibilidad de que se con­
cedan a las comunidades autónomas asig­
naciones en función de los servicios 
asumidos para garantizarles un nivel míni­
mo en la prestación de los servicios públi­
cos fundamentales en todo el territorio 
español. 

La Ley Orgánica de Financiación de las 
Comunidades Autónomas (LOFCA) apro­
bada en 1.980 desarrolló los principios e 
instrumentos anteriores añadiendo el prin­
cipio de suficiencia de recursos. Instauró 
un sistema de financiación que entró en 
vigor en 1.987 tras un periodo transitorio. 
El modelo ha experimentado cambios tras 
periodos de vigencia de cinco años. El úl­
timo se acordó en el Consejo de Política 
Fiscal y Financiera de septiembre de 1.996 
y ha sido probablemente el de mayor rele­
vancia por los cambios legislativos que ha 
provocado y por la introducción de elemen­
tos novedosos como la capacidad norma-
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tiva de las Comunidades Autónomas sobre 
determinados tributos. 

En su primera etapa la LOFCA esta­
bleció un criterio para determinar la finan­
ciación de los traspasos basado en el cálculo 
del denominado "coste efectivo de las ma­
terias transferidas". Consistía en asignar a 
cada Comunidad Autónoma una transferen­
cia de la Hacienda estatal equivalente al 
coste efectivo de las transferencias recibi­
das, evaluado a partir de las dotaciones pre­
supuestarias de éstas antes del traspaso en 
gastos de personal, gastos en bienes co­
rrientes y servicios e inversiones de repo­
sición correspondientes a la Región que las 
asumía, así como una parte en concepto de 
costes indirectos no territorializados. Este 
método transitorio tenía una limitación 
importante pues suponía la permanencia 
futura de una situación de partida desigual 
entre las diferentes autonomías, ya que 
implicaba que si una región tenía un mejor 
nivel de servicios públicos que otra allle­
varse a cabo el proceso de descentraliza­
ción la Comunidad Autónoma recibiría 
también una mejor valoración de los tras­
pasos y, por tanto, más recursos. 

En 1.987 se empezó a aplicar el consi­
derado definitivo sistema de financiación 
de las Comunidades Autónomas aproba­
do por el Consejo de Política Fiscal y Fi­
nanciera, cuya vigencia se extendió hasta 
1.991. A partir de ese año las transferen­
cias según el coste efectivo fueron reem­
plazadas por otras transferencias cuya 
cuantía dejaba de depender de ese coste 
para determinarse en función de indica­
dores objetivos de necesidad tales como 
la población, superficie, unidades admi­
nistrativas, pobreza relativa, esfuerzo fis­
cal e insularidad, a las cuales se les 
asignaba unos coeficientes de pondera­
ción. Una de las críticas al modelo se cen­
tró en la elección de los pesos asignados 
al considerar que no fueron fruto de un 
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estudio de la determinación de las necesi­
dades sino, más bien, resultado de un con­
senso que partía del principio de no alterar 
significativamente la situación anterior. 

En 1.992 fueron revisados los criterios 
de distribución de la participación de las 
comunidades autónomas en los ingresos del 
Estado y, si bien se alteraron los pesos re­
lativos, en 10 esencial se mantuvieron las 
variables utilizadas en la asignación de los 
fondos. 

En 1.993 el Consejo de Política Fiscal 
y Financiera introdujo una nueva modifi­
cación al sistema de financiación autonó­
mico consistente en la cesión a éstas del 
15 por ciento de la cuota líquida del im­
puesto sobre la renta de las personas físi­
cas recaudadas en sus respectivos 
territorios, sobre el que las Comunidades 
Autónomas no tenían competencias norma­
tivas ni de gestión. En principio, la idea era 
que, al igual que ocurre con los restantes 
tributos cedidos, el ingreso adicional que 
obtuviera cada Comunidad Autónoma fue­
ra el 15% de lo que se recaudara por enci­
ma de una cierta cantidad normalizada; por 
tanto, que cada región se quedara con el 
15% de la progresividad del impuesto que 
superara la cantidad de referencia. Para 
evitar mayores desequilibrios en la finan­
ciación entre las regiones se estableció un 
límite a los ingresos adicionales que po­
dían obtener con esta cesión al tiempo que 
se aseguraba un crecimiento mínimo. 

Desde una perspectiva global, el pro­
ceso de descentralización hacia las Comu­
nidadesAutónomas ha permitido traspasar 
un gran número de competencias sin crear 
tensiones importantes sobre el gasto, y ello 
en un periodo aproximado de quince años 
que puede ser considerado corto. Con sus 
defectos, el método del coste efectivo, 
cuyo resultado relativo en la distribución 
de los recursos no ha sido alterado 

significativamente por los posteriores 
Acuerdos, ha permitido consolidar el pa­
pel de la Administraciones autonómicas 
posibilitando la gestión de un importante 
volumen de transferencias en un marco de 
rigor en el gasto público. 

Sin embargo, el sistema también ha in­
currido en defectos algunos de los cuales 
persistían cuando surgió la necesidad de 
aprobar un nuevo Acuerdo para el periodo 
1.997-2.001. Uno de ellos es la desigual 
financiación per cápita entre regiones de 
competencias similares, que a ciertas re­
giones, Murcia entre ellas, sitúa en una 
posición claramente discriminatoria. La 
falta de equidad del sistema ha sido una de 
los problemas más denunciados en estos 
años. 

La ausencia de corresponsabilidad fis­
cal también ha sido objeto de fuertes críti­
cas, acentuadas durante la última fase de 
aplicación. El método que ha estado vigente 
parecía responder a una concepción restric­
tiva de la autonomía, pues partía de una 
división de funciones en la que, por una 
parte, la función de establecer el sistema 
de recursos y gestionar su obtención co­
rrespondía básicamente a la hacienda esta­
tal, mientras que, por otra, la función de 
decidir el gasto y de prestar a los ciudada­
nos los servicios públicos se compartía 
entre los distintos niveles de la Adminis­
tración según las competencias atribuidas. 
Por tanto, la autonomía de las comunida­
des autónomas era básicamente del gasto, 
estando muy limitada en la vertiente de los 
ingresos. 

El resultado ha sido un avance muy 
importante en el proceso de descentraliza­
ción del gasto público, pero una dependen­
cia excesiva de las transferencias del Estado 
como mecanismo de financiación. De he­
cho, en el primer caso se ha pasado de un 
porcentaje algo superior al 11 % antes del 
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inicio del proceso autonómico hasta supe­
rarel42% en 1.995. En cambio, cuando en 
1.996 finalizaba la vigencia del método de 
financiación autonómico, el 72,6% de los 
ingresos de las Comunidades Autónomas 
procedían de transferencias debidas al por­
centaje de participación en los ingresos del 
Estado, el 24,8% de tributos territoriales y 
el 2,5% de tasas. Las crecientes necesida­
des de recursos financieros que las Comu­
nidades Autónomas presentaban a la 
Administración Central se resolvían con 
transferencias o acudiendo al endeuda­
miento, cuya elevación fue muy importan­
te desde principios de los noventa. A su vez, 
la Administración estatal solía quejarse de 
que las autonomías asumían ya un volu­
men muy importante de gasto público sin 
que, por el contrario, participaran de la «im­
popularidad» que conlleva la recaudación 
tributaria. 

Probablemente, esa ausencia de auto­
nomía, entendida ésta como corresponsa­
bilidad fiscal, sea la limitación más 
importante que se ha tratado de corregir con 
el Acuerdo para la definición del nuevo 
método de financiación autonómica apro­
badoparaelperiodo 1.997-2.001 y, en cual­
quier caso, el avance más innovador 
respecto a la situación precedente. Por otra 
parte, desde el punto de vista del Antepro­
yecto sometido a dictamen del CESRM, en 
él radica el origen de las disposiciones tri­
butarias incluidas en el citado texto. 

Las reformas contenidas en el Acuerdo 
se han reflejado legislativamente en la Ley 
Orgánica 3/1.996, de 27 de diciembre, de 
modificación parcial de la Ley Orgánica de 
Financiación de las Comunidades Autóno­
mas y la Ley 14/1.996, de 30 de diciem­
bre, de cesión de tributos a las 
Comunidades Autónomas y de medidas fis­
cales complementarias, pues algunas de las 
disposiciones acordadas no tenían cabida 
con la redacción anterior. Igualmente, en 
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la Ley de Presupuestos Generales del Es­
tado de 1.997 hay algunos preceptos rela­
cionados con el nuevo sistema para recoger 
los cambios en el sistema de transferencias. 

Básicamente, los elementos que han 
estructurado el nuevo sistema se pueden 
resumir en los siguientes puntos: 

a) Cesión a las Comunidades Autóno­
mas de un porcentaje de la tarifa del IRPF, 
sobre la que mantendrán potestades norma­
tivas en materia de mínimo exento, tipo y 
escala de gravamen y deducciones de la 
cuota. 

b) Atribución a las Comunidades Autó­
nomas de un 15 por ciento de la recauda­
ción territorializada del IRPF hasta el 
momento en que todas dispongan de las 
competencias en educación no universita­
ria. Desde ese momento se aumentará el 
porcentaje cedido de la tarifa desde el 15 
% inicial hasta el 30%. 

c) Se concede a las Comunidades Au­
tónomas capacidad normativa sobre deter­
minados aspectos de los tributos cedidos. 

d) Participación de las Comunidades 
Autónomas en la gestión tributaria del im­
puesto sobre la renta de las personas físi­
cas y de otros tributos. 

e) Creación de un instrumento de soli­
daridad, distinto al Fondo de Compensa­
ción Interterritorial y a las asignaciones de 
nivelación de servicios, para garantizar la 
evolución dinámica de los recursos proce­
dentes del IRPF y de la financiación total 
de las comunidades autónomas. 

Junto a la competencia normativa otor­
gada parcialmente sobre el IRPF Y otros 
tributos cedidos, la novedad más relevante 
del nuevo modelo respecto al anterior resi­
de en la introducción del tramo autonómi­
co del IRPF, procedente del 
desdoblamiento de la tarifa del impuesto 
en un tramo estatal y otro autonómico con 
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pesos respectivos del 70% y 30%, si bien 
hasta la asunción de las competencias de 
educación no universitaria serán el 85% y 
15%, poseyendo las autonomías sobre este 
último ciertas competencias normativas. 

Esta modificación ha supuesto otra di­
ferencia con el sistema anterior que es la 
cuantía de la participación en los ingresos 
del Estado. Anteriormente se obtenía como 
resultado de los valores que tuvieran el 
conjunto de variables ponderadas citadas 
anteriormente. Con el nuevo modelo se 
transforma en el mecanismo de cierre del 
sistema con el que se alcanza el volumen 
total de recursos necesarios para dar cum­
plimiento al principio de neutralidad del 
que se ha partido. Este principio garantiza 
que los ingresos que obtendrá cada Comu­
nidad Autónoma con el sistema 1.997­
2.001 serán, en 1.996, equivalentes a los 
que les proporciona el sistema anterior. 

Por tanto, el nuevo sistema no ha pro­
cedido a recalcular la cuantía de los fon­
dos que le corresponde a cada Comunidad 
Autónoma en función al juego de las va­
riables. Se ha partido de las cifras corres­
pondientes a 1.996 para distribuir los 
fondos entre la tarifa autonómica del IRPF, 
el tramo territorializado del IRPF estatal, 
la recaudación normativa por tributos ce­
didos y tasas y, finalmente, el resto hasta 
completar el total será la transferencia es­
tatal por participación en los ingresos del 
Estado. La principal consecuencia es la 
minoración del importe de las transferen­
cias de los Presupuestos Generales del Es­
tado para aumentar significativamente la 
que corresponde a la recaudación de tribu­
tos cedidos total o parcialmente. 

La dinámica de los recursos de las Co­
munidades Autónomas durante la vigencia 
del sistema dependerá de los índices de 
evolución de cada componente- El de los 
tributos cedidos, tasas y el tramo autonó­

mico del IRPF será el que corresponda a la 
recaudación real de los mismos. La parti­
cipación en los ingresos del Estado tendrá 
como índice de evolución el crecimiento 
de los denominados "Ingresos Tributarios 
Ajustados Estructuralmente" (lTAE), que 
incluye los impuestos directos e indirectos 
estatales, excluidos los susceptibles de ce­
sión y los recursos de la Unión Europea y 
las cotizaciones sociales y por desempleo. 

Se ha introducido un "fondo de solida­
ridad" para evitar que desviaciones inten­
sas de la recaudación por IRPF en una 
región cause graves desigualdades de fi­
nanciación entre las autonomías. Las ga­
rantía que incorporará el fondo se derivará 
de tres criterios diferentes: 

1.- Límite mínimo a la evolución de los 
recursos por IRPF. Contempla dos casos: 

a) Si el PIB nominal crece por debajo 
de la recaudación del IRPF estatal se ga­
rantiza a todas las Comunidades Autó­
nomas un incremento de su tramo 
autonómico y participación territorializada 
igual al del PIB nominal. 

b) Si el PIB nominal crece por encima 
de la recaudación del IRPF estatal el creci­
miento de dichos tramos será el 90% de la 
recaudación del IRPF estatal. 

2.- Garantía de suficiencia dinámica. 
Garantiza a las Comunidades Autónomas 
que el incremento de sus recursos no será 
inferior al 90% del incremento que experi­
menten los recursos del conjunto de las 
Comunidades. 

3.- Capacidad de cobertura de la de­
manda de servicios públicos. Garantiza que 
en el quinto año del quinquenio la finan­
ciación por habitante de una Comunidad 
no podrá ser inferior al 90% de la financia­
ción media por habitante del conjunto de 
las Comunidades Autónomas. Actuará esta 
garantía cuando se hayan transferido las 
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competencias de educación no universita­
ria a las Comunidades Autónomas del artí­
culo 143. 

La atribución de capacidad normativa 
a las Comunidades Autónomas sobre tri­
butos cedidos anteriormente y en diversos 
elementos del IRPF en el tramo autonómi­
co constituye un cambio estructural en el 
sistema fiscal español. Probablemente, es 
este hecho el que introduce realmente la 
corresponsabilidad fiscal en el modelo de 
financiación autonómica pues, hasta aho­
ra, se limitaba a la determinación de un tra­
mo de la participación en los ingresos del 
Estado por la atribución a las mismas de 
un porcentaje de la recaudación 
territorializada del IRPF sobre la que no 
poseían capacidad de decisión. Era, en 
suma, una transferencia incondicionada 
más aunque sometida a su evolución en 
cada territorio dentro de unos límites. 

La titularidad de las competencias nor­
mativas sobre los tributos cedidos sigue 
correspondiendo al Estado, pero la cesión 
de competencia normativa permite a las 
Comunidades Autónomas regular determi­
nados aspectos de acuerdo al contenido 
especificado en la Ley 14/1.996, de 30 de 
diciembre. 

Los elementos más relevantes de las 
competencias asumidas por las Comunida­
des Autónomas en materia tributaria han 
sido los siguientes: 

- En el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas. La tarifa autonómica del 
impuesto, tanto para la declaración indivi­
dual como para la declaración conjunta, 
aplicable a la base liquidable regular, siem­
pre que sea de carácter progresivo y que la 
cuota resultante de aplicarla no resulte in­
ferior o superior en un 20% a la que resul­
taría de aplicar a la misma base la tarifa 
complementaria correspondiente (indivi­
dual o conjunta) establecida en la ley esta-
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tal reguladora del impuesto. También po- ' 
drán establecer deducciones por circuns­
tancias personales o familiares, inversiones 
no empresariales y por aplicación de renta 
siempre que no supongan, directa o indi­
rectamente, una minoración del gravamen 
efectivo de alguna o algunas categorías de 
renta. Estas deducciones serán aplicables 
siempre que la cuota líquida final del suje­
to pasivo correspondiente a la Comunidad 
Autónoma no resulte negativa. 

- En el Impuesto sobre el Patrimonio. 
Dispondrán de competencia sobre la tari­
fa, que deberá guardar una estructura pro­
gresiva, similar a la del Estado, y 
coincidente en el primer tramo al igual el 
tipo marginal mínimo. También tendrán 
competencia para regular el mínimo exen­
to. 

- En el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones. Podrán legislar en relación 
con la determinación de la cuantía y coefi­
cientes del patrimonio preexistente, y la 
fijación de la tarifa cuya progresividad de­
berá ser similar a la del Estado e idéntica a 
la de éste en cuanto a la cuantía del primer 
tramo y tipo marginal mínimo. En el caso 
de adquisiciones "mortis causa" podrán 
regular las deducciones de la base imponi­
ble, por motivos sociales o económicos, 
siempre que no supongan una reducción de 
la carga tributaria global del impuesto, y 
respetando las establecidas por el Estado. 

- En el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen­
tados. La competencia normativa alcanza­
rá, en las "transmisiones patrimoniales 
onerosas", al tipo de gravamen de las con­
cesiones administrativas, transmisión de 
bienes inmuebles y constitución y cesión 
de derechos reales sobre inmuebles, excep­
to los de garantía. En los "actos jurídicos 
documentados" afectará al tipo de grava­
men respecto a los documentos notariales. 
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- En los tributos sobre el Juego. En es­
tos tributos las Comunidades Autónomas 
podrán disponer de amplias potestades nor­
mativas que se extenderán a los siguientes 
elementos: base imponible, tipos de gra­
vamen, cuotas fijas, exenciones y bonifi­
caciones, devengo, y las normas de gestión, 
liquidación, inspección y recaudación. 

En síntesis, estos son los aspectos bási­
cos del nuevo modelo de financiación au­
tonómico vigente para las Comunidades 

Autónomas de régimen común que lo sus­
cribieron, todas excepto las de Andalucía, 
Castilla - La Mancha y Extremadura que 
se rigen, en consecuencia, por el anterior. 
De las novedades que incorpora, la cesión 
de competencia normativa sobre tributos 
cedidos y parcialmente del Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Físicas son las 
que sustentan las disposiciones sobre ma­
teria tributaria recogidas en el Anteproyecto 
sometido a dictamen del CESRM. 

11.- ESTRUCTURA Y CONTENIDO. 


El Anteproyecto de Ley de Medidas 
Fiscales, Presupuestarias y Administrativas 
consta de diez artÍCulos agrupados en cua­
tro capítulos. Incorpora además una Dis­
posición Adicional, una Disposición 
Transitoria, una Disposición Derogatoria, 
una Disposición Final Primera y una Dis­
posición Final Segunda. 

El contenido del Anteproyecto modifi­
ca varias leyes autonómicas. Son las si­
guientes: 

Ley 12/1.984, de 27 de diciembre, de 
imposición sobre los juegos de suerte, en­
vite o azar en la Región de Murcia. 

- Ley 3/1 .986, de 19 de marzo, de la 
Función Pública de la Región de Murcia. 

- Ley 4/1.987, de 27 de abril, de Or­
denación de Cuerpos y Escalas de la Ad­
ministración Regional. 

- Ley 111.988, de 7 de enero, del 
Presidente, del Consejo de Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad 
Autónoma. 

- Ley 3/1.990, de 5 de abril, de Ha­
cienda de la Región de Murcia. 

- Ley 2/1.992, de 28 de julio, de fija­
ción de la cuantía del recargo sobre las cuo­
tas mínimas del Impuesto sobre 
Actividades Económicas. 

- Ley 2/1.995, de 15 de marzo, regu­
ladora del juego y apuestas de la Región 
de Murcia. 

El capítulo primero se denomina Dis­
posiciones en materia tributaria y se 
compone de cuatro artículos que modifi­
can la normativa fiscal de varios tributos 
cedidos total o parcialmente a la Región 
de Murcia. 

El artículo uno afecta al Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Físicas para 
modificar las deducciones por adquisición 
de vivienda y donaciones. En el primer caso 
crea una deducción del 2% de las cantida­
des satisfechas en el ejercicio por la adqui­
sición, si es una vivienda nueva, o 
rehabilitación de la que constituya residen­
cia habitual, que se adicionará al 15% exis­
tente actualmente sin la distinción de que 
haya de ser vivienda de nueva construcción. 
Se crea a su vez una deducción del 10% 
de las cantidades invertidas en el ejercicio 
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por la adquisición de otra vivienda nueva 
situada en la Región de Murcia. Se entien­
de que una vivienda es nueva cuando la 
primera transmisión de la misma posterior 
a la declaración de obra nueva se haya rea­
lizado en un plazo inferior a los dos años. 

Igualmente, incrementa desde el 10% 
hasta el 20 % la deducción por donativos a 
Fundaciones cuyo fin primordial sea el 
desarrollo de actuaciones de protección al 
Patrimonio histórico regional. 

El artículo dos regula aspectos parcia­
les del Impuesto sobre Transmisiones Patri­
moniales y Actos Jurídicos Documentados. 
Eleva un punto, hasta el 7%, el tipo de gra­
vamen aplicable a las transmisiones de in­
muebles que radiquen en la Región de 
Murcia, así como la constitución y cesión 
de derechos reales que recaigan sobre los 
mismos salvo los de garantía. Para las vi­
viendas de protección oficial de régimen 
especial dicho tipo será el 4%. 

El artículo tres modifica los tipos de 
gravamen, cuotas fijas, el devengo, y la 
gestión y recaudación de la tasa fiscal so­
bre los juegos de suerte, envite o azar y 
apuestas. El tipo tributario general lo es­
tablece en el 25%, en el juego del bingo el 
20% y en los casinos estará comprendido 
entre el 25% y e155% en función a la cuan­
tía de la base imponible. Se modifican a su 
vez las cuotas correspondientes a la explo­
tación de máquinas recreativas y de azar, 
se establece el devengo a las del tipo B y C 
el día uno de enero de cada año en cuanto 
a las autorizadas en años anteriores y se 
determina que la exigibilidad de la tasa será 
por años naturales y se abonará entera ex­
cepto cuando la autorización sea posterior 
al 30 de junio en cuyo caso será el 50%. 

El artículo cuatro reduce en cinco pun­
tos el recargo sobre las cuotas mínimas del 
Impuesto sobre Actividades Económicos 
para dejarlo en el 25%. 

ICES 

El capítulo segundo varía algunos as­
pectos de la normativa presupuestaria. El 
artículo cinco consta de cinco números en 
los que se cambia los artículos 31, 35, 36, 
42 Y 52 de la Ley de Hacienda Regional. 

En el número uno se amplía hasta el 
uno de noviembre el plazo para la remi­
sión a la Asamblea Regional del Proyecto 
de Ley de Presupuestos de la Comunidad 
Autónoma, cuando anteriormente era el30 
de septiembre. 

El número dos modifica los tipos de 
contratos que podrán ser considerados gas­
tos plurianuales, cuyo texto ya fue variado 
por la Ley del peaje en sombra. Es un cam­
bio de denominación de los contratos de 
asistencia técnica que pasarían a ser de 
«consultoría y asistencia», para adaptarse 
a la Ley de Contratos de las Administra­
ciones Públicas. 

El número tres propone una nueva re­
dacción a la incorporación de créditos pre­
supuestarios al ejercicio siguiente. Sin 
alterar los tipos de créditos que pueden ser 
objeto de incorporación, el nuevo texto 
aclara los distintos supuestos de incorpo­
ración de créditos en función a que estén 
financiados totalmente con ingresos afec­
tados, en cuyo caso será obligatoria, con 
fondos propios asociados a otros afectados 
y en ese caso serán incorporados con car­
go al remanente de tesorería no afectado o 
bien procederán de los créditos del presu­
puesto en vigor. La financiación del resto 
de incorporaciones se realizará con cargo 
al remanente de tesorería no afectado. Si 
quedara remanente de tesorería tras las in­
corporaciones anteriores se podrá destinar 
a la financiación de nuevas operaciones, 
preferentemente de capital. 

El número cuatro modifica la redac­
ción de la generación de crédito. Desde el 
punto de vista de los ingresos que pueden 
provocar la generación de créditos la mo­
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dificación más relevante es que incluye el 
compromiso de aportación de personasfí­
sicas o jurídicas, cuando anteriormente 
sólo podía generarse créditos cuando se 
hubiese realizado la aportación. Se define 
el concepto compromiso de ingreso y se 
determinan ciertos requisitos previos a la 
generación de los créditos. 

El número cinco es una mera adecua­
ción técnica para remitir el destino de los 
remanentes de tesorería no afectados posi­
tivos al artículo 36 de la Ley de Hacienda 
Regional, modificado en el apartado terce­
ro, cuando la referencia anterior era el artí­
culo 36.5. 

El artículo 6 contiene una serie de mo­
dificaciones de la Ley 3/1986, de 19 de 
marzo, de la Función Pública de la Región 
de Murcia. 

El número uno adapta el artículo 1 de 
la Ley 3/1986, de la Función Pública de la 
Región de Murcia, para posibilitar su apli­
cación al personal que se integre en la Fun­
ción Pública Regional como consecuencia 
de las futuras transferencias en materia de 
educación, declarando la aplicación al mis­
mo de las disposiciones de la citada Ley y 
de la legislación básica del Estado en la 
materia. Asimismo, establece la posibili­
dad de que en las normas regionales sobre 
la materia se contemplen las peculiarida­
des del personal docente 

El número dos incluye dentro de los 
diferentes grupos de personal que integran 
la Función Pública Regional, a los que se 
refiere el artículo 3 de la Ley 3/86, al per­
sonal estatutario del Servicio Murciano de 
Salud. 

El número tres añade un nuevo párra­
fo al artÍCulo 7.2 de la repetida Ley 3/86 
para establecer que los funcionarios interi­
nos realizarán un período de prueba tras la 
toma de posesión que tendrá como máxi­

mo la mitad del período establecido para 
los funcionarios de carrera. 

El número cuatro reforma el artículo 
7.3 de la Ley 3/86 para incluir nuevos su­
puestos de extinción de la relación de ser­
vicios de los funcionarios interinos; en 
concreto, se añaden como causas de extin­
ción de la relación de servicio la supresión 
del puesto de trabajo para el que fue nom­
brado; por causas sobrevenidas derivadas 
de una alteración sustancial en el conteni­
do del puesto de trabajo o una falta de ca­
pacidad para su desempeño, manifestada 
por rendimiento insuficiente y que impida 
realizar las funciones atribuidas al pues­
to, previa audiencia del interesado; y por 
revocación del nombramiento durante el 
período de prueba. 

El número cinco realiza una modifica­
ción del artículo 12.3 de la Ley 3/86 para 
posibilitar que el Consejo de Gobierno pue­
da atribuir determinadas competencias del 
Consejero competente en materia de Fun­
ción Pública a las Consejerías de Cultura y 
Educación y de Sanidad y Política Social 
en relación con el personal docente y el 
personal estatutario del Servicio Murciano 
de Salud. 

El numero seis modifica el artículo 12 
de la Ley 3/86, introduciendo un nuevo 
apartado que permite la desconcentración 
de competencias del Consejero competen­
te en materia de Función Publica, a través 
de un Decreto, en la Dirección General de 
la Función Pública y de la Inspección de 
Servicios. 

El número siete modifica el artículo 
13.3 para variar la configuración del Con­
sejo Regional de la Función Pública en el 
sentido de sustituir a los vicesecretarios de 
las consejerías por los secretarios genera­
les e incluir al Director Gerente del Servi­
cio Murciano de Salud, al Director del 
Instituto de Servicios Sociales de la Región 
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de Murcia y al Inspector Jefe de la Inspec­
ción General de Servicios. 

El número ocho añade otro apartado al 
artículo 13 de la Ley 3/86 para posibilitar 
que el Consejo de Gobierno pueda desig­
nar otros miembros del Consejo (Regional 
de la Función Pública), entre las personas 
que ocupen cargos con competencias es­
pecialmente relacionadas con la Función 
Pública. 

El número nueve añade un nuevo apar­
tado al artículo 14 de la Ley 3/86 para es­
tablecer la posibilidad de que se dispense 
la exigencia de titulación específica para 
determinados Cuerpos u opciones del Gru­
po D y que se sustituya la misma por la 
titulación genérica establecida para el Gru­
po D en los supuestos de acceso al citado 
Grupo a través del sistema de promoción 
interna desde el Grupo E. 

El numero diez modifica el artículo 
18.1 para suprimir la obligación de que se 
ordenen en cada programa de gasto la re­
lación de puestos de trabajo, que han de 
estar dotados presupuestariamente en cóm­
puto anual. 

El número once elimina la obligación 
contenida en el artículo 23.1 de la Ley 3/ 
86 de que se proceda a la publicación de la 
oferta de empleo público regional en el pri­
mer trimestre del año natural. 

El número doce da una nueva redac­
ción al artículo 42 de la Ley 3/86 que regu­
la la consolidación del grado personal de 
los funcionarios para establecer que el gra­
do inicial se entenderá consolidado en el 
momento de adquirir la condición de fun­
cionario y que se corresponderá con el 
mínimo del Grupo de pertenencia en esta 
Administración Pública Regional. Asimis­
mo se modifica este artículo para estable­
cer la posibilidad de consolidación del 
grado personal para aquellos funcionarios 
que desempeñen puestos de trabajo con 

ICES 

carácter provisional cuando no ostenten con 
carácter definitivo otro puesto. 

El número trece da una nueva redac­
ción a artículo 46.1 de la Ley 3/86 para 
constreñir el sistema de promoción interna 
a Grupos de titulación preferentemente de 
la misma área de actividad o funcional. 

El número catorce modifica el artícu­
lo 52 de la Ley 3/86 para regular la comi­
sión de servicios de carácter voluntario 
hasta un máximo de dos años para los fun­
cionarios de la Administración Regional y 
para los de otras administraciones que se 
incorporen a la misma. Asimismo, regula 
la posibilidad de que se ordene a los fun­
cionarios el desempeño provisional de fun­
ciones distintas de las específicas del puesto 
de trabajo al que se hallen adscritos. Regu­
la también el sistema de prelación para el 
supuesto que el desempeño provisional de 
funciones o el traslado forzoso implique 
cambio de localidad motivado por la ubi­
cación del puesto de trabajo o las funcio­
nes a desempeñar. Por último, se elimina 
la regulación que este artículo contenía res­
pecto a la remoción de los funcionarios de 
sus puestos de trabajo. 

El número quince modifica el conte­
nido del artículo 61 de la Ley 3/86 para 
introducir un nuevo apartado para estable­
cer que los funcionarios que a partir de la 
entrada en vigor del Estatuto de Autono­
mía de la Región de Murcia desempeñen o 
hayan desempeñado durante más de dos 
años continuados o tres con interrupción 
puesto o cargos en la Administración Re­
gional comprendidos en el Estatuto de la 
Actividad Política percibirán desde su rein­
corporación al servicio activo y mientras 
que se mantengan en esa situación el com­
plemento de destino correspondiente al 
nivel más alto del intervalo asignado al 
Grupo en que se encuentre clasificado el 
Cuerpo o Escala a que pertenezca el fun­
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cionario. Asimismo se establece la posibi­
lidad de reconocer esta situación a los fun­
cionarios que hayan desempeñado altos 
cargos en otras administraciones siempre 
que en dichas administraciones se actúe con 
reciprocidad respecto a los funcionarios de 
las mismas que desempeñen puestos de alto 
cargo en la Comunidad Autónoma de Mur­
cia. 

El número dieciséis modifica el artí­
culo 76 de la Ley 3/86 para extender a todo 
el personal integrante de la Función Públi­
ca Regional el régimen de las vacaciones 
retribuidas, determinando expresamente los 
conceptos que integrarán dichas retribucio­
nes. 

El número diecisiete modifica el apar­
tado h) del artículo 78 de la Ley 3/86 para 
establecer que el sistema de cómputo para 
determinar la cuantía de las deducciones 
por cumplimiento incompleto del horario 
labora se hará con base a los días naturales 
del correspondiente mes y no sobre la base 
de treinta días como establecía la regula­
ción que se pretende modificar. 

El número dieciocho da una nueva re­
dacción al párrafo segundo del apartado VI 
correspondiente al Grupo E, de la Disposi­
ción Adicional Primera de la Ley 3/86 para 
crear el Cuerpo General de Servicios y de­
terminar sus funciones. 

El número diecinueve añade un nuevo 
apartado a la Disposición Adicional Prime­
ra de la Ley 3/86 para posibilitar la inte­
gración de los Cuerpos docentes no 
universitarios en la Función Pública Regio­
nal con las denominaciones propias de su 
legislación específica. 

El número veinte añade a la Ley 3/86 
una Disposición Adicional Séptima para 
posibilitar la integración en los Cuerpos y 
Escalas correspondientes de los funciona­
rios que estén integrados en Escalas a ex­
tinguir. 

El número veintiuno añade una Dis­
posición Adicional Octava a la Ley 3/86 
para establecer que todo el personal de la 
Función Pública Regional en situación de 
incapacidad temporal, descanso por mater­
nidad, adopción o acogimiento previo ten­
drá derecho a la percepción de un 
complemento equivalente a la diferencia 
entre las prestaciones que reciban de dichos 
regímenes públicos y el cien por cien de 
los conceptos retributivos establecidos con 
carácter fijo y periódico de devengo men­
sual. Este mismo régimen se establece para 
el supuesto que se agoten los plazos máxi­
mos de incapacidad temporal y permanez­
can en baja por enfermedad hasta que se 
produzca el alta médica sin declaración de 
incapacidad permanente. La pérdida, anu­
lación o suspensión de los subsidios cita­
dos acarreará la pérdida del complemento. 
Por último, el tiempo transcurrido en di­
chas situaciones será considerado como de 
trabajo efectivo a los efectos del abono de 
pagas extraordinarias. 

El número veintidós añade una dis­
posición adicional novena a la Ley 3/86 
para establecer que el personal que se 
transfiera a la Administración Regional 
como consecuencia de la asunción de nue­
vas competencias continuará desempeñan­
do el puesto de trabajo al que se encuentre 
adscrito y percibiendo las mismas retri­
buciones hasta tanto se realicen las adap­
taciones necesarias. En el caso de que 
como consecuencia de las mismas sus re­
tribuciones fijas, periódicas y de devengo 
mensual en cómputo anual se vieran dis­
minuidas les será reconocido un comple­
mento personal transitorio y absorbible 
por la diferencia. 

El número veintitrés añade una dispo­
sición adicional décima a la Ley 3/86 para 
establecer que el personal docente podrá 
ocupar puestos de trabajo en la Adminis­
tración Educativa cuando así se prevea en 
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las correspondientes relaciones de puestos 
de trabajo sin consolidar grado personal. 

El número veinticuatro añade una Dis­
posición Adicional Undécima a la Ley 3/ 
86 establece la sujeción del personal esta­
tutario del Servicio Murciano de Salud a 
las disposiciones del Estatuto que para el 
citado personal se apruebe en su día, mien­
tras tanto les serán de aplicación las nor­
mas propias del personal del Instituto 
Nacional de la Salud, sin perjuicio de lo 
que determine en su día con carácter bási­
co por el Estatuto Marco al que se refiere 
el artículo 84 de la Ley 14/86, de 25 de 
abril, General de Sanidad. 

El número veinticinco añade una Dis­
posición Adicional Duodécima a la Ley 3/ 
86 que determina el procedimiento de in­
tegración del personal del Servicio Mur­
ciano de Salud en el régimen estatutario del 
mismo, estableciendo el carácter volunta­
rio de dicha integración y garantizando los 
derechos adquiridos por el personal que 
opte por la no integración en dicho régi­
men estatutario. 

El número veintiséis añade una Dis­
posición Adicional Decimotercera a la Ley 
3/86 para establecer que el personal que se 
transfiera a la Comunidad Autónoma como 
consecuencia de las transferencias en ma­
teria sanitaria continuará rigiéndose por sus 
propias normas de ámbito estatal hasta tan­
to no se dicten las específicas por la Co­
munidad Autónoma. 

El número veintisiete añade una Dis­
posición Adicional Decimocuarta a la Ley 
3/86 que dispone la aplicación del régimen 
de consolidación del grado inicial regula­
da en el artículo 42 sólo a los funcionarios 
que se integren en la Administración PÚ­
blica Regional a partir de la entrada en vi­
gor de la Ley de Medidas Fiscales, 
Presupuestarias y Administrativas. 

ICES 


El número veintiocho añade una Dis­
posición Adicional Decimoquinta a la Ley 
3/86 para establecer que el cómputo del 
tiempo para la consolidación del grado per­
sonal en adscripción provisional comenzará 
a contarse a partir del 1 de enero de 1998. 

El número veintinueve añade una Dis­
posición Adicional Decimosexta a la Ley 
3/86 para establecer que la consolidación 
del máximo complemento de destino para 
los altos cargos de la Administración Re­
gional tendrá efectos económicos a partir 
del 1 de enero de 1998. 

El artículo siete modifica la Ley 4/ 
1987, de 27 de abril de, de Ordenación de 
Cuerpos y Escalas de la Administración 
Regional para adaptar la misma a las mo­
dificaciones de la Ley 3/86 en virtud de las 
que se crea el Cuerpo General de Servicios 
en el Grupo E. 

El capítulo cuarto comprende varias 
disposiciones en materia administrativa y 
consta de tres artículos. 

El artículo ocho modifica mediante los 
cuatro apartados que lo componen los artí­
culos 11, 12,20 y 30 de la Ley 1/1.988, del 
Presidente, del Consejo de Gobierno y de 
la Administración de la Comunidad Autó­
noma de la Región de Murcia. 

El número uno se refiere a la sustitu­
ción del Presidente y al orden de prelación. 
Frente a la redacción anterior que se limi­
taba a establecer la prelación en caso de 
ausencia, ahora se amplía para especificar 
que la sustitución debe ser por ausencia 
«del territorio regional, enfermedad o im­
pedimento temporal», yen ese caso le re­
emplazará el Vicepresidente, si lo hubiere, 
o por el Consejero designado por el Presi­
dente mediante Decreto, en el que se ex­
presará la causa y el carácter de la 
suplencia. Regula, a su vez, el orden de pre­
lación para la sustitución del Presidente en 
los casos de imposibilitación para el des­
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empeño de sus funciones o por cese, que 
será el Vicepresidente, si lo hubiere, o los 
Consejeros según el orden establecido en 
el artículo 20. 

El numero dos modifica el punto ter­
cero del artículo doce, que regula las cau­
sas de cese del Presidente, para remitir a lo 
previsto en el artículo 11.2, de acuerdo con 
la modificación introducida en el párrafo 
precedente, cuando en el texto vigente la 
remisión es al artículo veinte. 

El numero tres cambia el punto uno del 
artículo 20, y al igual que en el párrafo an­
terior es para determinar que la sustitución 
del Presidente se hará mediante Decreto en 
el que se establecerá el orden de prelación 
de las Consejerías. 

El número cuatro sustituye la redac­
ción del punto 2 del artículo 30 y simplifi­
ca su texto al establecer que el 
Vicepresidente sustituirá al Presidente en 
los casos previstos en la Ley. 

El artículo nueve modifica los artícu­
los 19 y 32 de la Ley 2/1.995, reguladora 
del juego y apuestas de la Región de Mur­
cia. En el primero se adiciona un nuevo 
punto para exigir a las personas físicas o 
jurídicas que soliciten autorización para 
organizar y explotar juegos que acrediten 
el patrimonio neto y capital social mínimos 
respectivamente que se exija reglamenta­
riamente. El segundo punto también es 
nuevo y regula la adopción de medidas cau­
telares cuando existan indicios racionales 
de infracción grave, que podrán consistir 
en el cierre del establecimiento, la incau­
tación de materiales de juego y el precinto 
y depósito de máquinas recreativas y de 
azar. 

El artículo diez modifica varios artí­
culos de la Ley de Hacienda Regional. En 
su número uno el apartado cuatro del artí­
culo 16, por el que permite que bancos, 
cajas de ahorro y cooperativas de crédito 

presten servicio de caja a los órganos de 
recaudación, con la denominación de En­
tidades Colaboradoras, con el alcance y 
condiciones que establezca la Consejería 
de Economía y Hacienda. Desaparece la 
referencia del texto vigente a la Sociedad 
de Recaudación de la Comunidad Autóno­
ma de Murcia, ya extinguida. 

Se añade un nuevo punto al artÍCulo 16 
de la Ley de Hacienda para regular los pe­
riodos de ingresos de las deudas de dere­
cho público. Cuando resulten de 
liquidaciones practicadas por la Adminis­
tración en 10 periodos que reglamentaria­
mente se establezcan; si han de pagarse 
mediante autoliquidación o declaración-li­
quidación, en los plazo indicados en las 
normas reguladoras; y en las deudas de 
vencimiento periódico y notificación co­
lectiva, tanto para tasas y precios públicos, 
los plazos de ingreso voluntario serán los 
establecidos en la normativa reguladora de 
las mismas. 

El número tres del artículo décimo del 
Anteproyecto de Ley modifica el artículo 
51 de la Ley de Hacienda Regional para 
elevar hasta 100 millones el importe a par­
tir del cual será preciso acuerdo del Con­
sejo de Gobierno para autorizar la 
concesión de subvenciones, ahora fijado en 
60 millones. 

En ese mismo artículo 51 se suprime 
un párrafo que exigía a los beneficiarios 
de subvenciones la acreditación previa al 
cobro de encontrarse al corriente de sus 
obligaciones fiscales con la Comunidad 
Autónoma. 

Se modifica a su vez el punto uno del 
artículo 99 de la Ley de Hacienda Regio­
nal, que regula la Cuenta General de la 
Comunidad Autónoma. La nueva redacción 
indica las Cuentas que componen la ante­
rior (las de la Comunidad Autónoma, Or­
ganismos autónomos administrativos y las 
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de los Organismos autónomos industriales 
comerciales, financieros y análogos), y eli~ 
mina en la definición de la Cuenta General 
que comprenderá todas las operaciones 
presupuestarias, patrimoniales y de teso­
rería llevadas a cabo durante el ejercicio, 
si bien éstas se incluyen en el artículo si­
guiente. 

Finalmente, el Anteproyecto cambia en 
este mismo artículo décimo el punto uno 
del artículo 103 de la Ley de Hacienda 
Regional. Reduce el plazo para la forma­
ción de la Cuenta General de la Comuni­
dad Autónoma desde el 31 de agosto del 
año siguiente al que se refiere la Cuenta 
hasta el 30 de mayo. 

La Disposición Adicional incluida en 
el Anteproyecto otorga a los centros públi­
cos docentes, que dependerán de la Comu­
nidad una vez recibidas las transferencias 
en materia de educación no universitaria 
la misma autonomía de gestión económic~ 
que tenían como centros dependientes de 
la Administración del Estado, pudiendo 
aplicar las disposiciones estatales relativas 
a la autonomía de gestión económica en 
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tanto no se aprueben las correspondientes 
normas regionales. 

La Disposición Transitoria se relacio­
na con las novedades propuestas en el An­
teproyecto en relación con las deducciones 
por adquisición de vivienda nueva. Impide 
acogerse a las deducciones contempladas 
en el Anteproyecto a quienes hayan forma­
lizado la escritura pública de adquisición 
antes del 31 de diciembre de 1.997. 

La Disposición Derogatoria deroga los 
artículos 1 a 4, ambos inclusive, de la Ley 
12/1.984, de imposición sobre los juegos 
de suerte, envite o azar en la Región de 
Murcia. Supone la supresión del recargo 
autonómico sobre la tasa que grava los jue­
gos de casinos y máquinas recreativas. 

La Disposición Final Primera autori­
za al Consejo de Gobierno a que el plazo 
de un año pruebe un texto único refundido 
de la Ley 3/1.986, de 19 de marzo, de la 
Función Pública de la Región de Murcia. 

La Disposición Final Segunda deter­
mina que la entrada en vigor será elIde 
enero de 1.998. 

III.-OBSERVACIONES 


A) DE CARACTER GENERAL 

El Anteproyecto de Ley de Medidas 
Fiscales, Presupuestarias y Administrativas 
remitido por el Gobierno Regional al 
CESRM para que emita dictamen es un tex­
to en el que se proponen modificaciones 
de varias leyes autonómicas de ámbito dis­
par. Afectan a materias tributarias y presu­
puestarias pero también a otras de 
contenido muy diferente como son las de 
función pública o la organización adminis­
trativa regional. 

La elaboración de este Anteproyecto es 
una novedad en nuestra Comunidad Au­
tónoma. Es la primera vez que se utiliza 
una norma como la sometida a dictamen 
para regular parcialmente diversos aspec­
tos del cuerpo legislativo regional, pues 
hasta ahora se había empleado para ello 
las leyes presupuestarias anuales. En és­
tas se incluía la modificación de leyes cuya 
vinculación con el contenido de los pre­
supuestos era muy lejana o, en algunos 
casos, inexistente. 
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Esta práctica ha sido muy cuestiona­
da por las dudas que suscita su 
constitucionalidad. De hecho, la jurispru­
dencia del Tribunal Constitucional ha 
aclarado el alcance del artículo 134.2 de 
la Constitución determinando que el con­
tenido de las leyes anuales de presupues­
tos debe comprender, además de las 
previsiones de ingresos y gastos, otras 
disposiciones de carácter general propias 
de ley ordinaria estatal pero siempre que 
guarden relación con aquellas previsio­
nes o con los criterios de política econó­
mica general de la que los presupuestos 
son el instrumento. 

Por ello, la Administración del Estado 
hace varios ejercicios que elabora anual­
mente una Ley de características similares 
al Anteproyecto sometido a dictamen, co­
nocida generalmente como "Ley de Acom­
pañamiento", circunscribiendo así el 
contenido de las leyes presupuestarias a la 
interpretación dada por el Tribunal Cons­
titucional. Estas «leyes de acompañamien­
to» suelen incorporar una extensísima 
relación de modificaciones de otras normas 
legales, lo que ha originado que sea criti­
cada por la dispersión normativa que pro­
voca y la inseguridad jurídica que puede 
producir a los encargados de su aplicación 
y a los ciudadanos en general. 

Con el Anteproyecto de Medidas Fis­
cales, Presupuestarias y Administrativas el 
Gobierno Regional se incorpora a una prác­
tica ya habitual en la Administración del 
Estado. El CESRM valora positivamente 
esta iniciativa porque permite adecuar, por 
tanto, el contenido de la Ley de Presupues­
tos a la doctrina del Tribunal Constitucio­
nal. En este primer Anteproyecto es 
especialmente importante por la amplitud 
de las modificaciones tributarias que intro­
duce. Su inclusión en la Ley de Presupues­
tos para 1.998 podría haber originado 
problemas de constitucionalidad que, en 

último extremo, habrían cuestionado su 
aplicación efectiva. 

No obstante, el CESRM advierte que el 
primer texto de estas características elabo­
rado por el Gobierno Regional adolece de 
defectos reiteradamente señalados por el 
CES en relación con las leyes de acompa­
ñamiento estatales, aunque sin caer en los 
excesos de estas últimas pues la legislación 
autonómica es mucho más reducida. El 
Anteproyecto de Ley incorpora modifica­
ciones de leyes sobre las que no se aprecia 
razones de urgencia ni relación directa con 
la Ley de Presupuestos que aconsejen su 
tramitación conjunta con otras disposicio­
nes de contenido económico o presupues­
tario. Por las peculiaridades de estas "Leyes 
de Acompañamiento", parece que éstas 
deberían desempeñar una función comple­
mentaria a las leyes presupuestarias y re­
gular materias que de alguna forma estén 
relacionadas con ellas. 

En el primer dictamen sobre un Ante­
proyecto de Ley de Medidas Fiscales, Pre­
supuestaria y Administrativas el CESRM 
hace suyos los comentarios que viene ma­
nifestando el órgano consultivo estatal. El 
Consejo considera que estas leyes no de­
berían utilizarse para realizar cambios par­
ciales de una variada gama de leyes de 
contenido heterogéneo. En ningún caso 
es ésta una valoración jurídica. Es una va­
loración de la oportunidad e idoneidad del 
instrumento en cuanto al fin pretendido. La 
discrepancia se justifica en las siguientes 
razones. En primer lugar, por la dispersión 
normativa que conlleva y la complejidad 
adicional sobre el ordenamiento jurídico, 
que dificulta su aplicación; de hecho, la 
disposición final primera autoriza al Con­
sejo de Gobierno a que en el plazo de un 
año apruebe un texto único refundido de la 
Ley de la Función Pública Regional. En 
segundo lugar, por la inseguridad jurídica 
que provoca. En tercer lugar, porque hace 
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aún más inaccesible a los ciudadanos su 
conocimiento sobre normas que le afectan 
directamente. Por último, porque diluye el 
debate político y social, más intenso cuan­
do la tramitación de las modificaciones le­
gislativas de importancia se realiza 
mediante proyectos independientes. 

A juicio del CESRM, la justificación 
que en el llamado "Preámbulo" del Ante­
proyecto se expone sobre las razones de 
las modificaciones propuestas no explíci­
ta suficientemente el contenido de las dis­
posiciones. Esta apreciación se hace 
extensiva a la Memoria que acompaña al 
Anteproyecto. En general, el Preámbulo 
es una síntesis de éste, en su mayor parte 
proveniente de la citada Memoria, pero no 
expone las motivaciones que promueven 
el citado texto. 

Es especialmente importante esta caren­
cia en lo que se refiere a las modificacio­
nes en materia de función pública y en la 
tributaria. En el primer caso, el Preámbulo 
se limita a señalar que la experiencia en la 
aplicación de la normativa de la Función 
Pública y las reformas del régimen estatu­
tario realizadas por la normativa básica 
determinan la necesidad y conveniencia de 
proceder a efectuar determinadas adapta­
ciones ..... Sería conveniente una Exposi­
ción de Motivos que explicara y justificara 
el texto propuesto en el Anteproyecto, que 
siempre contribuye a su mejor compren­
sión y a una más adecuada valoración. 

En relación con las modificaciones tri­
butarias el CESRM advierte que el Ante­
proyecto carece de una Memoria 
Económica que cuantifique el alcance pre­
supuestario de los cambios propuestos. El 
carácter novedoso de estas normas dicta­
das en el ejercicio de la reciente compe­
tencia otorgada a raíz de la entrada en vigor 
del nuevo modelo de financiación autonó­
mica, su incidencia en la carga tributaria 
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que soportarán los ciudadanos de la Región, 
y su efecto importante sobre los ingresos 
de la Hacienda Regional hacen necesario 
que el Anteproyecto incorpore una Memo­
ria Económica. 

Además, la elaboración de la citada 
Memoria económica, así como el informe 
de la Dirección General de Presupuestos y 
Finanzas, es un imperativo legal que ema­
na de la disposición adicional primera de 
la Ley 11/1.996, de 23 de diciembre, de 
Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia. Tex­
tualmente dice que «Todo Proyecto de Ley, 
de Disposición Administrativa o de Con­
venio, cuya aprobación y aplicación pudie­
ra generar nuevas obligaciones económicas 
no previstas en el Presupuesto, o una dis­
minución de ingresos inicialmente previs­
tos, deberá documentarse con una memoria 
económica, en la que se detallen las posi­
bles repercusiones presupuestarias de su 
aplicación. La Dirección General de Pre­
supuestos y Finanzas emitirá informe pre­
ceptivo sobre estos proyectos». 

La ausencia de la citada Memoria Eco­
nómica dificulta la valoración que el 
CESRM puede efectuar sobre el importante 
capítulo de disposiciones tributarias. Ello 
conlleva que la apreciación que posterior­
mente se formulará sea meramente cuali­
tativa, al igual que las propuestas que se 
formularán cuya repercusión económica se 
desconoce por la ausencia de información. 

El Preámbulo del Anteproyecto plantea 
simplemente una mera declaración de prin­
cipios del objetivo pretendido con las mo­
dificaciones tributarias. Se indica que su 
finalidad es contribuir a la mejor conse­
cución de los objetivos de política econó­
mica del Gobierno Regional, en concreto 
el cumplimiento de los criterios de conver­
gencia previstos en el artículo 109.J del 
Tratado constitutivo de la Comunidad Eu­
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ropea, y la dinamización en determinados 
sectores de la actividad económica regio­
nal, que permitan afianzar el indudable 
crecimiento económico regional. 

Parece deducirse que los estímulos a la 
actividad económica regional, que en prin­
cipio pueden suponer una merma de ingre­
sos, han de ser compatibles con la 
necesidad de cumplir los compromisos en 
materia de déficit y endeudamiento; es de­
cir, que el cómputo global de los cambios 
tributarios propuestos debe ser aproxima­
damente neutral y compensar, por tanto, las 
variaciones que reducen ingresos con otras 
que, cabe suponer, acrecentarán la recau­
dación e igualmente con ingresos adicio­
nales provenientes de la mejor gestión 
tributaria. 

El CESRM compartiría este plantea­
miento de neutralidad recaudatoria, de ser 
el que efectivamente subyace en el capítu­
lo tributario del Anteproyecto. Son varios 
los argumentos en los que se basa este Or­
ganismo para asumir que las modificacio­
nes que se establecen en los tributos no 
deberían suponer una disminución de los 
ingresos regionales respecto a lo que hasta 
ahora se recaudaba. Primero, porque toda­
vía la dotación de equipamientos y servi­
cios de la Región es notoriamente inferior 
a la media nacional. Segundo, porque de­
terminados planes y políticas del Gobier­
no Regional que están en marcha o 
propuestos, y que cuentan con amplio res­
paldo social (Plan Industrial, Plan de 
Reactivación Económica, Plan Especial 
para Cartagena, Plan para la Comarca del 
Noroeste, Desarrollo Socioeconómico de 
Lorca, etc.), necesitarán un volumen cre­
ciente de recursos. Tercero, porque se com­
prende la necesidad de contribuir al 
cumplimiento de los criterios de conver­
gencia. Y cuarto, porque tras varios años 
en los que en general las comunidades au­
tónomas han demandado al Gobierno Cen­

tral más transferencias de recursos y ma­
yor autonomía fiscal, podría ser contradic­
torio que el ejercicio de la competencia 
tributaria recientemente recibida se tradu­
jera en disminuciones de ingresos para la 
Hacienda autonómica. 

La heterogeneidad de las materias que 
integran el contenido normativo del Ante­
proyecto impide que pueda efectuarse una 
valoración global. Parece más oportuno, en 
este caso, que la apreciación general del 
Consejo se exprese sobre cada uno de los 
capítulos dispositivos. 

Las modificaciones tributarias constitu­
yen la gran novedad del texto. Suponen un 
avance importante en el grado de autono­
mía fiscal de nuestra Comunidad Autóno­
ma y el aumento de la corresponsabilidad 
fiscal de la Hacienda regional en su rela­
ción con la central. 

En lo que se refiere al ejercicio de la 
competencia normativa sobre el Impuesto 
de las Renta de las Personas Físicas 
(LR.P.F.P, Impuesto de Transmisiones Pa­
trimoniales y Actos Jurídicos Documenta­
dos (LT.P.A.J.D.), así como el Recargo 
sobre el Impuesto de Actividades Econó­
micas (LA.E.), el Consejo considera que 
en su conjunto predomina el impulso a la 
actividad económica sobre cualquier otro 
objetivo, yen especial al sector de la cons­
trucción. 

Mediante la reducción de cinco puntos 
del recargo sobre la cuota del LA.E. se con­
seguirá indudablemente una reducción de 
los costes de las empresas susceptibles de 
mejorar su competitividad, que pese a su 
reducido impacto cuantitativo es un factor 
psicológico que induce a generar mayor 
confianza. 

En relación con las medidas referidas 
al sector de la construcción, el CESRM 
considera que las expectativas optimistas 
derivadas del crecimiento económico, la 

18 



mayor estabilidad de la contratación labo­
ral promovida por la reciente reforma, la 
caída de tipos de interés en una cuantía 
notable o la mayor participación relativa 
de la juventud en la población regional 
obliga a reflexionar sobre la existencia de 
otros motivos que provoquen la atonía de 
esta actividad productiva, como podrían 
ser, por citar algunos, el precio del suelo 
en las grandes ciudades de la región, la caí­
da de la licitación pública o la oferta de 
viviendas que persiste, lo que llevaría a 
analizar la oportunidad de medidas dife­
rentes a las fiscales. 

El sector de la construcción debe con­
tribuir en mayor medida al crecimiento de 
la actividad económica. En este sentido, 
es razonable suponer, y la experiencia 
habida durante la segunda mitad de la dé­
cada de los ochenta en la que la legisla­
ción estatal estableció deducciones de 
entre el 10% y el 17% por la adquisición 
de la segunda -en un determinado perio­
do incluso más- vivienda así lo atestigua, 
que la implantación de las deducciones en 
materia de vivienda puede impulsar la 
actividad constructora regional y promo­
ver un crecimiento más acelerado de nues­
tra economía, aunque en este caso las 
deducciones de la cuota estén limitadas a 
sujetos pasivos de la Región y a que la 
localización de la vivienda esté localiza­
da en este territorio. 

Por ello, el CESRM valora globalmente 
de forma positiva que las disposiciones tri­
butarias reguladas por el Anteproyecto pro­
muevan el estímulo de la actividad 
económica, y sobre todo de la construcción. 

Sin embargo, el CESRM considera que 
este objetivo debería ser complementado 
con otra serie de medidas dirigidas a refor­
zar el carácter social de la tributación en 
materia de vivienda. Las deducciones re­
feridas en párrafos anteriores que indi-
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rectamente favorecen al sector constructor 
benefician directamente de forma especial, 
en cuanto sujetos pasivos del I.R.P.F., a un 
determinado colectivo de población que ya 
posee una vivienda y que, con las excep­
ciones que siempre existen, puede ser con­
siderado de renta media o alta. Y ello 
cuando todavía el acceso a una vivienda 
en propiedad resulta difícil para gran can­
tidad de ciudadanos. 

Para el Consejo, en este contexto, no se 
considera suficiente la deducción de dos 
puntos adicionales por la compra de la pri­
mera vivienda si es nueva, pues no discri­
mina suficientemente a las personas de 
menor nivel de renta, ni la reducción de 
dos puntos porcentuales para fijarlo en el 
4% del tipo de gravamen a la transmisión 
de viviendas de protección oficial de régi­
men especial. Aunque esta medida merece 
una valoración positiva, en términos rela­
tivos las transmisiones de estas viviendas 
sobre el total es reducido. Y, por otra parte, 
el efecto beneficioso se limita por la subi­
da de un punto del tipo de gravamen a la 
transmisión de inmuebles. 

Estas últimas consideraciones llevan al 
CESRM a proponer al Consejo de Gobier­
no que modifique el capítulo de disposi­
ciones tributarias para compatibilizar los 
estímulos a la actividad económica en ge­
neral y al sector de la construcción en par­
ticular, valorados positivamente, con otros 
adicionales orientados a otorgar más faci­
lidades para el acceso a la vivienda a quie­
nes disponen de menor nivel de renta. 

El CESRM somete a la consideración 
del Gobierno Regional algunas sugerencias 
sobre este particular: 

a) Que el 2% de deducción de la cuota 
adicional al 15% permitido por la normati­
va estatal no se limite a la compra de vi­
vienda nueva. 
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b) Elevar uno o dos puntos el porcenta­
je anterior cuando la base imponible, dis­
tinguiendo si la declaración es individual 
o conjunta, sea inferior a un cierto límite. 
Para minorar el impacto recaudatorio se 
podría reducir en un punto a los sujetos 
pasivos cuya base imponible según el tipo 
de declaración sobrepase determinado im­
porte. 

c) Limitar el 10% de la deducción por 
la compra de la segunda vivienda nueva 
hasta un máximo en función a su coste o a 
la base imponible. Los recursos liberados 
compensarían en parte la pérdida de recau­
dación derivada de los puntos a) y b). 

d) Establecer deducciones adicionales 
para potenciar el mercado de alquiler. 

e) Mantener en el 6% el tipo de grava­
men de las transmisiones de inmuebles, 
excepto las de viviendas de protección ofi­
cial de régimen especial para las que se 
considera adecuado la propuesta del 4%, 
cuando el valor a efectos del impuesto de 
transmisiones patrimoniales sea inferior a 
una determinada cuantía. 

En general, la propuesta pretende que 
los incentivos en materia de vivienda adi­
cionales a los existentes en la legislación 
estatal que son creados por el Anteproyec­
to se reduzcan en cierta medida a los suje­
tos pasivos de mayores ingresos y 
acrecentar las deducciones a los de menor 
nivel de renta. Esta iniciativa, en opinión 
del Consejo, no tiene porqué menoscabar 
el estímulo a la actividad constructora pues 
mantendría las deducciones propuestas por 
el Anteproyecto hasta ciertos límites y las 
potenciaría para favorecer a un estrato de 
población donde hay una importante de­
manda latente de vivienda. Por otra parte, 
el principio de capacidad económica es uno 
de los que rigen la normativa del 1.R.P.F. y 
aunque ya está presente en la tarifa del 
impuesto no es ocioso incorporarlo igual­

mente a las deducciones. La complejidad 
adicional que supondría a efectos de cum­
plimentar la declaración anual a los contri­
buyentes no aumentará mucho la ya creada 
tras las novedades derivadas de la cuota 
autonómica implantada por el nuevo mo­
delo de financiación autonómica. 

Las anteriores son algunas modificacio­
nes que se podrían incorporar al Antepro­
yecto con el ánimo de complementar los 
estímulos a la economía con el objetivo de 
facilitar la adquisición de viviendas a la 
población de menor nivel de renta. Es pro­
bable, aunque el CESRM no lo puede cons­
tatar por la ausencia de información 
cuantificada relativa al impacto económi­
co del Anteproyecto, que esas medidas pu­
dieran provocar una disminución de los 
ingresos previstos. De ser así, el CESRM 
considera que podría aumentarse la 
tributación sobre el juego para compensar 
esa pérdida de recaudación. 

El capítulo de disposiciones presupues­
tarias modifica diversos aspectos técnicos 
de la Ley de Hacienda Regional que per­
mitirán mejorar la gestión presupuestaria. 

El capítulo tercero reforma aspectos 
sustanciales de la Ley de la Función Públi­
ca Regional. El dictamen sobre los artícu­
los que lo integran ha propiciado una 
profunda reflexión a este Organismo sobre 
la oportunidad de expresar su parecer. 

Como es sabido, este Consejo debe 
emitir dictamen sobre Anteproyectos de 
leyes, proyectos de decreto y planes ge­
nerales del Gobierno Regional en mate­
ria económica, social y laboral. A juicio 
del CESRM este capítulo, así como de­
terminados artículos del siguiente referi­
dos a los procesos de sustitución del 
Presidente regulados por la Ley 1/1.988, 
no se considera que están comprendidos 
en una interpretación incluso amplia de 
lo que debe ser el ámbito competencial del 
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Consejo. De hecho, la voluntad dellegis­
lador expresada a través de la propia Ley 
de Función Pública ha sido que el infor­
me sobre esta materia sea emitido con ca­
rácter preceptivo y no vinculante por un 
órgano superior colegiado como es el Con­
sejo de la Función Pública. Esta es una 
materia que por su incidencia sobre un 
gran colectivo de ciudadanos y por su 
impacto sobre la organización administra­
tiva en la Administración Regional debe­
ría abordarse globalmente y con la 
participación de las organizaciones repre­
sentativas de los afectados, tal y como 
consta en los antecedentes legislativos re­
guladores de esta materia. 

En ocasiones, durante sus cuatro años 
de actividad el CESRM se ha visto obliga­
do a elevar su voz para reclamar la emi­
sión de dictámenes sobre normas que el 
Gobierno Regional había tramitado sin la 
consulta preceptiva al Consejo. El rigor 
mostrado en la defensa de su ámbito com­
petencial debe manifestarlo igualmente 
cuando por las peculiaridades de una nor-
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ma como el Anteproyecto de Medidas Fis­
cales, Presupuestarias y Administrativas se 
incluyen disposiciones ajenas a aquéllas 
sobre las que legalmente debe dictaminar. 
El escrupuloso respeto a las competencias 
del Consejo que rige las actuaciones de este 
Organismo le lleva ahora a abstenerse de 
emitir su opinión sobre materias que, a 
nuestro juicio, son ajenas al cuerpo com­
petencial del Consejo y en algún caso dis­
ponen de órgano propio de participación, 
aun cuando se tramitara como proyecto de 
ley independiente. 

Finalmente, el capítulo de disposicio­
nes administrativas, sobre las que igual­
mente el CESRM se abstiene de dictaminar 
en las referidas a la modificación de la Ley 
1/1.988, del Presidente, del Consejo de 
Gobierno y de la Administración de la Co­
munidad Autónoma de la Región de 
Murcia, consta de varias modificaciones 
técnicas de otras normas legales que al 
Consejo le merecen una valoración positi­
va por cuanto mejorarán los procesos de 
gestión. 

B.- AL ARTICULADO 


El artículo uno recoge en su apartado 
uno diversas deducciones en la cuota del 
I.R.P.F. por la adquisición de vivienda. Se 
ha manifestado la opinión del Consejo en 
las observaciones generales en relación con 
el objetivo que se pretende al implantar­
las. Se ha propuesto diversas opciones para 
compatibilizar los estímulos indirectos al 
sector constructor con el apoyo más inten­
so a los sujetos pasivos de menor nivel de 
renta que les permita mayores facilidades 
para la compra de la vivienda que consti­
tuya su residencia habitual. 

Respecto al contenido del artículo, el 
primer párrafo del apartado uno, b) esta­
blece una deducción en la cuota del 10% 
de las cantidades invertidas en el ejercicio 
como consecuencia de la adquisición de 
otra vivienda nueva situada en la Región 
de Murcia además de la habitual. Puesto 
que se comparte el objetivo implícito en la 
medida que es el estímulo al sector cons­
tructor, el CESRM considera que se podría 
extender la deducción también a los supues­
tos de rehabilitación de la segunda vivien­
da, al igual que se ha hecho con la 
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deducción del 2% creado en el apartado a), 
pues tanto se incentiva al sector con la pro­
moción de una vivienda de nueva construc­
ción como con la rehabilitación de una 
usada. 

El párrafo siguiente define el concepto 
de vivienda nueva como aquella cuya ad­
quisición represente la primera transmi­
sión de la misma con posterioridad a la 
declaración de obra nueva, siempre que no 
hayan transcurrido dos años desde aque­
lla. A juicio del Consejo debería eliminar­
se esa limitación temporal, que supone una 
concepción más restrictiva que la del im­
puesto sobre el valor añadido, suprimien­
do la expresión siempre que no hayan 
transcurrido dos años desde aquella. Son 
varias las razones que justifican esta pro­
puesta. 

En primer lugar, la escritura de obra 
nueva se suele realizar en la vivienda libre 
al tiempo de obtención de la licencia y 
cuando se es poseedor del solar y está re­
dactado el proyecto con el fin de obtener 
el correspondiente préstamo hipotecario al 
promotor. El tiempo que transcurre entre 
la formalización de esa escritura y la ter­
minación del edificio supera generalmente 
los dos años, por lo que mantener la limi­
tación propuesta en el anteproyecto restrin­
giría en gran medida su aplicabilidad. 

En segundo lugar, en las viviendas de 
protección oficial el préstamo hipotecario 
y por lo tanto la previa escritura de obra 
nueva se tiene que presentar en la Direc­
ción General de Vivienda en el plazo máxi­
mo de seis meses desde la calificación 
provisional de la misma. Normalmente, con 
el fin de ganar tiempo las empresas suelen 
hacer simultáneamente dicha escritura nada 
más solicitar la calificación, por lo que en­
tre dicha escritura y el final de la obra con 
la concesión posterior de calificación defi­
nitiva que permite escriturar la vivienda al 

comprador suelen transcurrir también más 
de dos años. Mantener, en consecuencia, 
la limitación temporal impediría en muchos 
casos la efectiva utilización de la medida 
propuesta. 

Por último, es muy frecuente que en una 
promoción algunas viviendas se vendan en 
un plazo mayor al habitual y transcurran más 
de dos años desde su construcción. Si no se 
suprime el plazo de dos años referido di­
chas viviendas carecerían de la condición 
de deducibilidad, lo que de hecho supon­
dría una dificultad mayor para la venta. 

El CESRM valora positivamente la de­
ducción creada en el apartado dos de este 
artículo por el que establece que la deduc­
ción prevista en el apartado seis b) del ar­
tículo 78 de la Ley 18/1.991, será del 20 
por ciento de las cantidades donadas cuan­
do las fundaciones tengan como fines pri­
mordiales el desarrollo de actuaciones de 
protección del Patrimonio Histórico de la 
Región de Murcia. Supone aumentar la 
cuantía de la deducción diez puntos por­
centuales, propuesta que se considera ade­
cuada por la importancia del objetivo 
pretendido. 

El artículo dos modifica el tipo de gra­
vamen aplicable a la transmisión de vivien­
das a efectos del impuesto sobre 
transmisiones patrimoniales. Con carácter 
general se eleva un punto para situarlo en 
el 7 por ciento pero se reduce dos en el caso 
de viviendas de protección oficial de régi­
men especial. En las observaciones gene­
rales se ha hecho una propuesto concreta 
sobre este particular dirigida a no gravar 
más el mercado de viviendas de segunda 
mano a los colectivos de menor nivel de 
renta a quienes la compra de viviendas de 
elevado coste es casi inaccesible. Por ello 
se proponía mantener el tipo del 6% cuan­
do el valor de transmisión sea inferior a una 
cuantía determinada. 
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En cualquier caso, es indudable que el 
resultado de las modificaciones incorpora­
das por este artículo supondrá un incremen­
to de recaudación, pues las transmisiones 
de viviendas de protección oficial de régi­
men especial son relativamente reducidas 
respecto al total y de menor valor indivi­
dual por sus propias características. Es una 
subida que ya se apreciará en el ejercicio 
de 1.998 a diferencia de las deducciones 
incorporadas al impuesto de la renta, cuyo 
efecto se manifestará en las declaraciones 
a presentar en 1.999. Por ello, de mante­
nerse el texto tal y como propone el Ante­
proyecto, el CESRM considera que debería 
aplazarse su entrada en vigor hasta el año 
1.999, pues en este caso sería más justifi­
cable para compensar las reducciones de 
ingresos causadas por las nuevas deduccio­
nes en el impuesto sobre la renta. 

El artículo cinco modifica varios artí­
culos de la Ley de Hacienda Regional. El 
apartado uno se refiere al plazo para la 
presentación del Proyecto de Ley de Pre­
supuestos a la Asamblea Regional, que lo 
amplía hasta ell de noviembre, un mes más 
que en la actualidad. El CESRM considera 
adecuado ese cambio pues la experiencia 
de años anteriores ha permitido constatar 
que dos meses es un plazo suficiente para 
el examen y aprobación de las leyes de pre­
supuestos. Por otra parte, puede favorecer 
un conocimiento más profundo de la Ley 
de Presupuestos del Estado, que incluye en 
muchos casos disposiciones que afectan a 
las comunidades autónomas. 

El apartado tres modifica el artículo 
36 que es el que regula las incorporaciones 
de crédito. En la práctica su aplicación era 
muy restrictiva pues las leyes anuales de 
presupuestos limitaban considerablemen­
te su alcance a casos muy concretos. Es 
adecuada la propuesta del Anteproyecto 
pues permite clarificar los distintos supues­

¡CES 


tos de incorporación de créditos en función 
a que éstos dispongan o no de financiación 
finalista y a la existencia de remanente de 
tesorería. Igualmente, se considera correc­
ta la redacción del apartado cuatro que 
modifica el artículo 42 de aquella ley, que 
regula la generación de crédito, pues es una 
mejora técnica que agilizará la gestión de 
esta modificación de créditos. 

El artículo diez del Anteproyecto mo­
difica otros artículos de la Ley de Hacien­
da que, en general, son cambios de tipo 
técnico. No obstante, merece una conside­
ración especial los introducidos en los apar­
tados cuatro y siete. El primero de ellos 
suprime la exigencia de que los beneficia­
rios de subvenciones debían acreditar an­
tes del cobro que se encontraban al 
corriente de sus obligaciones fiscales con 
la Comunidad Autónoma. Se valora posi­
tivamente esta medida por cuanto no es ra­
zonable solicitar al administrado una 
documentación que ya debe estar en la pro­
pia Administración. El segundo apartado 
referido reduce el plazo para la formación 
de la Cuenta General de la Administración 
Regional hasta el 30 de mayo del año si­
guiente cuando actualmente es el 31 de 
agosto. Es un avance que permite el proce­
so de informatización ya existente que sin 
duda agilizará la fase de control presupues­
tario. 

La Disposición Derogatoria suprime 
los recargos autonómicos sobre las tasas 
que gravan la cuota exigible en los casinos 
de juego y máquinas recreativas tipos By 
C. Se valora positivamente esta derogación 
orientada a agilizar la gestión, pues tras la 
reciente competencia normativa adquirida 
mediante la Ley de Cesión de Tributos a 
las comunidades autónomas, muy amplia 
en el de juego, se ha incorporado el recar­
go a las cuotas, tal y como se ha definido 
en el artículo tercero del Anteproyecto. 
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IV.- CONCLUSIONES. 

1.- El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia valora positivamente 
la iniciativa del Gobierno Regional de ela­
borar el Anteproyecto de Ley de Medidas 
Fiscales, Presupuestarias y Administrati­
vas, descargando así la Ley de Presupues­
tos de la Comunidad de disposiciones no 
vinculadas a las previsiones de ingresos y 
gastos o al contenido de la política econó­
mica regional, y adecuándose a la doctrina 
constitucional. 

2.- El primer Anteproyecto de esta na­
turaleza elaborado por el Gobierno Regio­
nal utiliza una técnica legislativa similar a 

I 

la estatal, si bien lejos de los excesos de 
ésta, consistente en la modificación frag­
mentaria de preceptos legales reguladores 
de materias muy diferentes, sobre la que el 
qES nacional ha manifestado reiterada­
mente su preocupación. Este Consejo com­
parte esa preocupación por la dispersión 
normativa e inseguridad jurídica que pro­
vpca, hace aún más inaccesible a los ciu­
dadanos su conocimiento sobre normas que 
le afectan directamente y diluye el debate 
político y social. En el futuro, en opinión 
del Consejo, las «leyes de acompañamien­
to» deberían incluir disposiciones estricta­
mente necesarias relacionadas directamente 
con los presupuestos o con medidas de 
política económica que justifiquen su in­
clusión. 

VOBO 

El Presidente del Consejo Económico 
y Social 

! Antonio Reverte Navarro 

3.- Las disposiciones en materia tribu­
taria tienen como objetivo fundamental, a 
juicio de este órgano, el estímulo de la ac­
tividad económica y dentro de ella al sec­
tor de la construcción. El CESRM valora 
positivamente este objetivo por el innega­
ble dinamismo que esa actividad genera en 
la economía regional. No obstante, este 
Órgano propone al Consejo de Gobierno 
la modificación del capítulo de disposicio­
nes tributarias para compatibilizar los estí­
mulos a la actividad económica y a la 
construcción con otros orientados a otor­
gar más facilidades para el acceso a la vi­
vienda a los ciudadanos de menor nivel de 
renta, sobre los que formula iniciativas con­
cretas en el cuerpo del dictamen. 

4.- La importancia de las disposiciones 
tributarias, cuya regulación constituye una 
novedad en el proceso de desarrollo auto­
nómico, su impacto sobre la carga tributa­
ria de los ciudadanos y su repercusión sobre 
los ingresos presupuestarios de la Hacien­
da Regional hacen necesario la incorpora­
ción al Anteproyecto de una Memoria 
Económica, cuya ausencia el Consejo ad­
vierte. Esta carencia ha limitado el alcance 
de su valoración hasta convertirla en cua­
litativa. Es, además, un imperativo legal 
recogido en la Disposición Adicional Pri­
mera de la Ley de Presupuestos Generales 
de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia para 1.997. 

Murcia, a 20 de Octubre de 1.997 

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social 

Isidro Ródenas Ruiz 
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